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Señor 

JUEZ DE TUTELA (REPARTO) 

E. S. D. 

 

 

REFERENCIA:    ACCIÓN DE TUTELA  

ACCIONANTE:  MILENA PAOLA VARGAS 

 

ACCIONADOS: NUEVA EPS 

 

 

MILENA PAOLA VARGAS, identificada con la cédula de ciudadanía N° 1095818127, 

expedida en Floridablanca, de nacionalidad COLOMBIANA, residente en este municipio, 

por medio de la presente y actuando en nombre propio, en calidad de representante legal de 

mi hijo invocando el artículo 86 de la Constitución Política, acudo ante su Despacho para 

instaurar ACCIÓN DE TUTELA, con el fin de que se amparen los derechos de mi hijo a la 

SALUD, AL DESARROLLO INTEGRAL  y demás derechos fundamentales vulnerados 

por el accionar de la NUEVA EPS, con base en los siguientes hechos  

 

I. HECHOS 

PRIMERO. Mi hijo Joel Matías Suarez Vargas nació el día 2 de diciembre de 2019, a los 

cinco días de nacido tuvo que ser internado por un aumento en la bilirrubina, que le provocó 

convulsiones y posteriormente desembocaron en una parálisis cerebral leve. 

SEGUNDO.  El aumento de la bilirrubina, según las palabras del médico que lo atendió se 

debió a la incompatibilidad sanguínea entre nosotros, pues yo tengo como grupo sanguíneo 

el O + mientras que mi esposo y padre del bebe es B. Durante todo el transcurso del embarazo 

jamás a pesar de que asistí a todos los controles necesarios, en ningún momento mi médico 

tratante me hizo ningún tipo de análisis con el fin de determinar el tipo de sangre de mi hijo 

y, por consiguiente, nunca me fue dado ningún tratamiento para evitar las posibles 

complicaciones derivadas de nuestra incompatibilidad sanguínea. 

TERCERO. A raíz de las complicaciones que tuvo poco después de nacer, mi hijo sufre de 

varias complicaciones médicas, consecuencia de esto actualmente se encuentra recibiendo 

tres tipos diferentes de terapias, fono auditiva, física y ocupacional. Las mencionadas terapias 

por el momento son permanentes pues el medico aún no ha establecido hasta cuándo debe 

recibirlas. Sin embargo, lo más probable es que le sean necesarias por varios años más. 

CUARTO. Las terapias son 3 veces a la semana cada una, lunes jueves y viernes en horas 

de la mañana, estas las recibe en la clínica ubicada en la carrera 36 # 46-123 cabecera, 

Bucaramanga. Esto representa un inconveniente para nosotros pues es necesario pagar 



transporte de ida y vuelta ya que vivimos en Floridablanca lo que hace que el trayecto y por 

consiguiente el valor del transporte sea alto. 

QUINTO. Si bien las terapias están previstas para seguir indefinidamente, estamos obligados 

a pedir nuevas autorizaciones para estas cada 2 semanas y en consecuencia cancelar el valor 

de los copagos, lo que considero como un trámite innecesario, pues, para nosotros representa 

una pérdida de tiempo, dinero y esfuerzo. 

SEXTO. Actualmente mi familia y yo dependemos exclusivamente del salario de mi esposo 

($1.207.000), yo no trabajo debido a que soy la encargada de cuidar de nuestros 2 hijos. 

Además, de ser quien se encarga de llevar a nuestro hijo menor a todas sus citas médicas y 

terapias. Al ser un hogar de 4 miembros, recibir un solo ingreso y vivir en un arriendo de 

$500.000 pesos mensuales fuera de los servicios públicos, los gastos generados por el 

tratamiento médico de mi hijo Joel representan una fuerte carga para nuestra economía. 

SÉPTIMO.  El año pasado presenté una queja verbal a la EPS con el fin de solicitar que le 

dieran prioridad en sus citas y tratamientos, pues un problema recurrente durante su 

tratamiento es la demora con la que programan sus citas, haciéndonos esperar meses e incluso 

cancelando varias veces las citas antes de finalmente ser atendidos por el médico. 

Muestra de lo anterior es que a mi hijo le habían ordenado ya en 3 ocasiones un examen de 

evocados auditivos para analizar el grado de sordera en cada uno de sus oídos, sin embargo, 

a pesar de que deberían darle atención prioritaria en todas las ocasiones se demoraron varios 

meses entre que nos concedían la autorización y la fecha del examen como tal. Para 

ejemplificar lo anterior debo mencionar que el primer examen se le ordeno el 23 de diciembre 

de 2019 y después de muchas cancelaciones de las citas por parte de la Eps finalmente se le 

realizo el 17 de septiembre de 2020, igual situación se presento con los siguientes dos 

exámenes el segundo realizado el 11 de febrero de 2021 meses después de que se autorizara 

y el ultimo a finales de enero de este año, a pesar de haber sido ordenado a principios de 

octubre del año pasado. 

OCTAVO.  Respecto al último examen realizado el 20 de enero de este año, a día de hoy 

aun no nos han dado cita para que el médico revise los resultados y proceda a ordenar el 

tratamiento correspondiente. Además de esto el examen que se realizó no era el ordenado por 

el médico pues se realizó uno general pero el ordenado era más específico. 

NOVENO. Una constante durante el tratamiento ha sido que la EPS me agenda la cita, pero 

a días de la fecha acordada, me envían comunicación diciendo que la cita había sido 

cancelada y por lo tanto debía esperar a una nueva fecha. Este problema no es solo frente a 

los exámenes ya mencionados, sino que a todas las citas con diferentes especialistas a las que 

debe acudir mi hijo, como con el otorrinolaringólogo, la EPS alarga demasiado la fecha de 

estas, cosa que resulta perjudicial para su tratamiento, pues impide que se lleve un adecuado 

control de los avances de sus patologías y si sus tratamientos han dado buenos resultados.  

DÉCIMO. Todas estas situaciones generan graves inconvenientes en la salud de mi hijo pues 

la demora en las valoraciones y citas médicas producen igualmente un atraso en los 

tratamientos cosa que según los diversos médicos que nos han atendido pueden llegar a 



generar una agravación de sus condiciones de salud ya existentes, cosa que disminuiría sus 

posibilidades de mejorar. 

UNDECIMO. Según el último diagnostico medico de mi hijo, él padece de lo siguiente: 

• Ictericia neonatal  

• Parálisis cerebral discinética kernicterus  

• Convulsiones de recién nacido  

• Hipoacusia neurosensorial bilateral profunda  

• Hiperintensidades simétricas de globus pallidus  

• hipertonía muscular en las extremidades e hipotonía en el tronco 

Esto quiere decir, entre otras cosas, que los músculos de sus extremidades se le tensionan y 

los del tronco son totalmente sueltos, debido a eso el aún no se pone de pie, no se sienta, no 

se voltea, y no sostiene su cabeza. Las terapias son para ayudarlo a que controle su tono 

muscular y empiece a coger más fuerza en su cabeza. Adicionalmente también según los 

exámenes realizados sufre de cierto grado de sordera en ambos oídos, sin mencionar las 

secuelas que la parálisis cerebral pueda evidenciarse en su futuro desarrollo, teniendo en 

cuenta que actualmente tiene 2 años y aún no ha empezado su etapa de escolaridad y por lo 

tanto no sabemos que dificultades puedan presentarse a futuro.  

II. PRETENSIONES 

Que se declaren vulnerados los derechos de mi hijo a la salud y al desarrollo, además como 

consecuencia de lo anterior: 

PRIMERO: Se le brinden a mi hijo de manera rápida y diligente los servicios necesarios 

(consultas, exámenes, procedimientos, medicamentos y demás necesarios) para la garantía a 

su derecho a la salud de manera integral 

SEGUNDO: Que en consideración al grado de afectación física y del desarrollo que presenta 

mi hijo, se le exima del pago de las cuotas moderadoras y los copagos, toda vez que como ya 

mencioné previamente nuestro núcleo familiar está conformado por 4 miembros, pero solo 

contamos con el ingreso de mi esposo para cobijar todos nuestros gastos, incluido el arriendo. 

TERCERO: Se le ordene a la Eps que cubra el gasto de transporte de mi hijo y un 

acompañante a las terapias que se realizan 3 veces por semana en Bucaramanga, teniendo en 

cuenta su condición física y el hecho de que vivimos en Floridablanca y que no podemos 

costear el transporte de manera tan constante. 

 

FUNDAMENTOS JURÍDICOS 

Se solicita al juez que, por medio de la presente acción, se protejan los derechos mencionados 

según los siguientes argumentos:  

3.1 Derecho fundamental a la salud y su protección por vía de tutela  
 



Primero es menester aclarar que el artículo 44 de la constitución política de Colombia 

consagra el derecho de todos los niños a la integridad física y a la salud, en su inciso primero, 

de igual manera en su inciso segundo señala que el Estado está obligado a asistir y proteger 

al niño para garantizar su desarrollo armónico e integral y el ejercicio de sus derechos. A 

su vez la Ley 1098 de 2006, por su parte, consagra el derecho a la salud integral de la niñez 

y se prohíbe la no prestación del servicio por ningún motivo: “Art. 27. Derecho a la salud. 

Todos los niños, niñas y adolescentes tienen derecho a la salud integral. La salud es un 

estado de bienestar físico, psíquico y fisiológico y no solo la ausencia de enfermedad. 

Ningún hospital, Clínica, Centro de Salud y demás entidades dedicadas a la prestación del 

servicio de salud, sean públicas o privadas, podrán abstenerse de atender a un niño, niña 

que requiera atención en salud (…)”. 

Respecto del carácter fundamental y prevalente de este derecho, la Corte Constitucional, ha 

indicado en sentencia T-973 de 2006 “(...) el derecho a la salud de niños y niñas es de 

carácter autónomo y debe ser garantizado de manera inmediata y prioritaria. En 

concordancia con el mismo, las necesidades de niñas y niños deben ser cubiertas, 

eficazmente. En este ámbito, no obstante, la autonomía del Estado para diseñar políticas 

públicas orientadas a organizar la prestación del servicio público de salud no es posible 

oponer obstáculos de tipo legal ni económico para garantizar tratamientos médicos a 

menores de edad. Igualmente la asistencia en salud que requieren niños y niñas debe ser 

prestada de manera preferente y expedita dada la situación de indefensión en que se 

encuentran”.  

3.2. Principio de integralidad y accesibilidad en salud  

   

De acuerdo con el artículo 2º, literal d) de la Ley 100 de 1993 la integralidad, en el marco 

de la Seguridad Social, debe entenderse como “la cobertura de todas las contingencias 

que afectan la salud, la capacidad económica y en general las condiciones de vida de 

toda la población. Para este efecto cada quien contribuirá según su capacidad y recibirá 

lo necesario para atender sus contingencias amparadas por esta Ley”, lo cual fue 

reiterado en la Ley 1122 de 2007 y desarrollado en el artículo 8 de la Ley Estatutaria de 

Salud.  

   

De allí, que la  adopción de todas las medidas necesarias encaminadas a brindar un 

tratamiento que efectivamente mejore las condiciones de salud y calidad de vida de las 

personas es un principio de obligatorio cumplimiento por parte de las entidades 

prestadoras del servicio, lo que reitera el incumplimiento de la obligación que tiene la 

Nueva EPS  con el derecho fundamental a la salud de mi hijo, pues esta debería garantizar 

la autorización completa, permanente y pronta de los tratamientos, medicamentos, 

intervenciones, procedimientos, exámenes, controles, seguimientos y demás servicios que 

mi hijo necesita para el cuidado de su patología.  

 

De otro lado, el principio de integralidad se define en el artículo 8 de la Ley 1751 de 2015 

de la siguiente forma: 

  

https://www.icbf.gov.co/cargues/avance/docs/ley_1098_2006.htm#27


“Los servicios y tecnologías de salud deberán ser suministrados de manera 

completa para prevenir, paliar o curar la enfermedad, con independencia 

del origen de la enfermedad o condición de salud, del sistema de provisión, 

cubrimiento o financiación definido por el legislador. No podrá 

fragmentarse la responsabilidad en la prestación de un servicio de salud 

específico en desmedro de la salud del usuario.”. 

  

Siguiendo con lo dicho por la jurisprudencia de la corte esta ha sostenido que: 

Sentencia T-155 de 2014 “La jurisprudencia ha señalado que el derecho a la salud de los 

niños, niñas y adolescentes debe ser garantizado de manera inmediata, prioritaria, 

preferente y expedita, sin obstáculos de tipo legal o económico que dificulten su acceso 

efectivo al Sistema de Seguridad Social en Salud. Adicionalmente, cuando los menores 

padecen de un retardo mental o déficit cognitivo, su protección es reforzada, como 

consecuencia del mayor compromiso que tiene su enfermedad sobre su desarrollo. Esta 

postura jurisprudencial encuentra eco en la Ley 1616 de dos mil trece (2013) y en el Código 

de Infancia y Adolescencia, donde se establece que los niños, las niñas y los adolescentes 

son sujetos de atención integral y preferente en materia de salud mental. Por ende, los 

servicios médicos que requieran deben ser prestados de manera especialmente oportuna, 

suficiente, continua, pertinente y de fácil accesibilidad, incluyendo todas las etapas de 

atención desde la detección temprana y el diagnóstico, pasando por la intervención y 

cuidado, hasta la rehabilitación efectiva del menor…” 

De otra parte, la jurisprudencia constitucional ha identificado una serie de eventos en 

los que se hace necesario otorgar una atención integral al paciente, cuando están en 

juego las garantías fundamentales de sujetos de especial protección constitucional, 

como es el caso de menores de edad, adultos mayores, indígenas, desplazados, personas con 

discapacidad física o que padezcan enfermedades catastróficas. En estos casos, la 

Corporación ha reconocido que la atención integral debe ser brindada 

independientemente de que las prestaciones requeridas se encuentren o no incluidas en 

el Plan Obligatorio de Salud. Asimismo, la Corte ha sostenido que ante la existencia de 

casos excepcionales en los cuales las personas exhiben condiciones de salud extremadamente 

precarias e indignas, le es permitido al juez de tutela otorgar el reconocimiento de las 

prestaciones requeridas para garantizar su atención integral, con el fin de superar las 

situaciones que los agobian.  

En conclusión, la legislación colombiana ha sido claras en señalar el trato preferente que 

deben tener los menores de edad, especialmente aquellos padecen de un retardo mental o 

déficit cognitivo, para la satisfacción de su derecho a la salud, razón por la cual todas las 

entidades prestadoras del servicio de salud deben respetar y garantizar de manera inmediata, 

prioritaria, preferente y expedita el acceso efectivo y continuo al derecho a la salud del cual 

son titulares.  

2.3   Tratamiento de salud integral  

 



la corte ha establecido que para que ordene el tratamiento integral de salud por vía de tutela 

se deben cumplir los siguientes requisitos (Magistrado Ponente: LUIS GUILLERMO 

GUERRERO PÉREZ) 

“El principio de integralidad en el acceso a los servicios de salud se manifiesta en la 

autorización, práctica o entrega de los medicamentos, insumos o procedimientos a los que 

una persona tiene derecho, siempre que el médico tratante los considere necesarios para el 

tratamiento de sus patologías. De ahí que, la atención en salud no se restringe al mero 

restablecimiento de las condiciones básicas de vida del paciente, sino que también implica 

el suministro de todo aquello que permita mantener una calidad de vida digna. En este orden 

de ideas, por vía de la acción de tutela, el juez debe ordenar la entrega de todos aquellos 

servicios médicos que sean necesarios para conservar o restablecer la salud del paciente, 

cuando la entidad encargada de ello no ha actuado con diligencia y ha puesto en riesgo sus 

derechos fundamentales, siempre que exista claridad sobre el tratamiento a seguir, a partir 

de lo dispuesto por el médico tratante. Lo anterior ocurre, por una parte, porque no es 

posible para el juez decretar un mandato futuro e incierto, pues los fallos judiciales deben 

ser determinables e individualizables; y por la otra, porque en caso de no puntualizarse la 

orden, se estaría presumiendo la mala fe de la Entidad Promotora de Salud, en relación con 

el cumplimiento de sus deberes y obligaciones para con sus afiliados, en contravía del 

mandato previsto en el artículo 83 de la Constitución. Por esta razón, en sede de tutela, se 

ha considerado que el suministro del tratamiento integral se sujeta a las siguientes 

condiciones, en primer lugar, que la EPS haya actuado negligentemente en la prestación 

del servicio; y en segundo lugar, que exista una orden del médico tratante especificando 

las prestaciones necesarias para la recuperación del paciente, la cual, se convierte en un 

límite para la actuación del juez constitucional, a partir de la aplicación de los criterios de 

necesidad, especialidad, responsabilidad, y proporcionalidad.” 

Teniendo en mente estos requisitos es fácil que en el presente caso se cumplen ambos. 

Respecto al primero solo hace falta revisar los hechos para verificar el actuar negligente que 

ha tenido la EPS para con el tratamiento de mi hijo desde el primer momento, retrasando 

innecesaria y arbitrariamente sus citas con especialistas y los exámenes ordenados por estos, 

lo que como ya se ha explicado puede llegar a ser altamente perjudicial en su tratamiento 

pues no se puede llevar a cabo un adecuado control de sus avances tanto positivos (producto 

de sus tratamientos) como negativos (avance en sus patologías) 

Frente al segundo requisito también se cumple toda vez que los diversos médicos tratantes 

de mi hijo han ordenado diferentes tratamientos tales como las terapias con el fin de mejorar 

su estado de salud. 

 

2.4  Principio de accesibilidad  

  

“El principio de accesibilidad es definido por la Ley 1751 de 2015 de la siguiente forma: 

“[l]os servicios y tecnologías de salud deben ser accesibles a todos, en condiciones de 

igualdad, dentro del respeto a las especificidades de los diversos grupos vulnerables y al 



pluralismo cultural. La accesibilidad comprende la no discriminación, la accesibilidad 

física, la asequibilidad económica y el acceso a la información”. En particular, esta 

Corporación ha precisado que las entidades promotoras de salud (E.P.S.), tienen la 

obligación estatal de la prestación de dicho servicio y, en consecuencia, en ellas yace el 

deber de brindar todos los medios indispensables para que la referida accesibilidad sea 

materializada de forma real y efectiva.” 

 

IV PROCEDENCIA  

  
Se surten los correspondientes criterios de procedibilidad, admisibilidad y legitimidad en la 

acción de tutela en cuanto se están cumpliendo con los requisitos procesales señalados en los 

Decretos 2591 de 1991, Decreto 306 de 1992, Decreto 1382 de 2000.   
  
    

4.1 Sobre la legitimación por activa   

    

Respecto de esto, la Corte Constitucional mediante Sentencia SU - 377 de 2014, estableció 

algunas reglas en relación con la legitimación por activa, para lo cual precisó:   

1. La tutela es un medio de defensa de derechos fundamentales, que toda persona 

puede instaurar “por sí misma o por quien actúe a su nombre”;   
 

Ahora bien, cuando la acción de tutela se interpone en nombre de un menor, la Corte 

Constitucional ha considerado que cualquier persona está legitimada “para interponer acción 

de tutela en nombre de un menor, siempre y cuando en el escrito o petición verbal conste la 

inminencia de la violación a los derechos fundamentales del niño’’.   

 

Considerando lo anterior me permito presentar esta acción de tutela, Milena Paola Vargas, en 

nombre de mi hijo Joel Matías Suarez Vargas como su representante legal  y ejerciendo la 

patria potestad, según lo estipulado en el art 306 del código civil, me encuentro facultada para 

presentar esta acción con el fin de salvaguardar el derecho fundamental a la salud mi hijo. 

 

   

4.2 Sobre la legitimación por pasiva   

   

El artículo 13 del Decreto 2191 de 1991 consagra:   

    

ARTICULO 13. PERSONAS CONTRA QUIEN SE DIRIGE LA ACCION E 

INTERVINIENTES. La acción se dirigirá contra la autoridad pública o el 

representante del órgano que presuntamente violó o amenazó el derecho 

fundamental.   

   

Partiendo de la premisa que la legitimación en la causa por pasiva consiste en el nexo que 

debe existir entre la persona natural o jurídica señalada como demandada y el daño al 

derecho fundamental alegado, en el caso que nos asiste, se cumple este requisito por cuanto 



LA NUEVA EPS como entidad accionada, se encuentra actualmente brindando a mi hijo 

la prestación del servicio público de la salud.  

   

4.3 La inmediatez   

       

En relación al caso en concreto se da cumplimiento al requisito pues los problemas 

planteados no solo no sean resuelto sino que aun ha día de hoy siguen sucediendo, toda vez 

que la Nueva EPS sigue poniendo trabas y dando largas en el tratamiento de mi hijo, lo que 

se evidencia en el hecho de que aun a fecha de presentar esta tutela no se le ha concedido a 

mi hijo cita con el especialista para que revise los resultados del examen que se le practico 

en enero de este año. 

 

4.4 La subsidiariedad   

    

Teniendo en cuenta lo previsto en el artículo 86 de la Constitución Política, como no 

dispongo de otro medio de defensa judicial idóneo para tanto la protección de los derechos 

fundamentales de mi hijo a la salud y desarrollo integral, así como para evitar la 

consumación de un perjuicio irremediable, hoy acudo a la acción de tutela cumpliendo el 

requisito de subsidiariedad propio de ella.    

  

V JURAMENTO  

  

En cumplimiento del artículo 37 del decreto 2591 de 1991 se manifiesta bajo la gravedad de 

juramento que los accionantes no han promovido anteriormente ninguna acción de tutela en 

busca de la protección de los mismos derechos señalados como vulnerados por los hechos 

relacionados.  

  

  

VI PRUEBAS  

  

Con el fin de establecer la vulneración de los derechos, solicito señor Juez se sirva tener en 

cuenta las siguientes pruebas:  

 

• Historia clínica de mi hijo Joel de fecha 07 de diciembre de 2019, respecto de su 

primera hospitalización  

 

• Copia de 6 de los copagos realizados, de fechas 26/01/22 por terapia ocupacional, 

26/01/22 por otorrinolaringología, 17/03/22 por consulta en especialista en 

medicina física, 20/01/22 por otorrinolaringología, 16/06/21 por 

otorrinolaringología, 08/10/2020 por otorrinolaringología 

 

• Copia de las órdenes y exámenes de evocados auditivos realizados a mi hijo, de 

fechas 23/12/2019, 17/09/2020, 11/02/2021, 08/10/2021 y 20/01/2022 

 

 



• Copia del ultimo diagnostico medico de mi hijo de 16 de febrero de 2022 por el 

medico neuro pediatra Luis Carlos Núñez López 

 

• Copia de la certificación laboral de mi esposo por parte de la empresa MAC 

POLLO S.A. del 23 de marzo de 2022 

 

• Copia del registro civil de nacimiento de mi otro hijo Juan Esteban Vargas Suarez  
 

 

• Copia del registro de neurología pediátrica de mi hijo Joel de fechas 07 de enero de 

2021, 01 de julio de 2021 y 16 de febrero de 2022, todas realizadas por el medico 

neuro pediatra Luis Carlos Núñez López 

 

• Copia del examen de sangre realizado de fecha 02 de diciembre de 2019  

 

• Copia de la autorización de la cita a otología 22/01/22 
 

• Copia de las remisiones y ordenes de procedimiento de fechas 22/01/22 por consulta 

en otología, 22/05/21 y 29/09/20 

 
 

XI NOTIFICACIONES  

  

Recibo notificaciones por los siguientes medios:  

 

CARRERA 8A E N°27-88, La Cumbre (Floridablanca-Santander)  

Tel: 3204120920 

E-mail: PAOLAVARGASJESV2209@GMAIL.COM y a ana2172671@correo.uis.edu.co 
 

 

   

Atentamente,  

  

  

 

  

 

MILENA PAOLA VARGAS 

C.C 1095818127 

mailto:PAOLAVARGASJESV2209@GMAIL.COM
mailto:ana2172671@correo.uis.edu.co
































































AVIDESA MAC POLLO S.A.
NIT: 890.201.881-4

LA SUSCRITA DIRECTORA NACIONAL DEL DEPARTAMENTO DE GESTION 
HUMANA DE AVIDESA MAC POLLO S.A.

CERTIFICA: 

Que  El   Señor   DIEGO ANDRES   SUAREZ BALLESTEROS , identificado   (a) con  Cédula de 
Ciudadanía   No.   1.095.935.184  ,  se encuentra vinculado   (a) a nuestra empresa desde el     
23 de Marzo de 2021   con contrato de trabajo a  TERMINO FIJO UN AÑO ;  en la actualidad 
desempeña el cargo de OPERARIO PLANTAS PROCESOS .

Su salar io mensual  devengado,  así:  Salario Promedio   (*)   M ensual  asciende a la suma de  
$1.207.000 (un Millón Doscientos Siete Mil pesos con Cero centavos).
(*) últimos 6 meses o promedio desde su vinculación, si esta es inferior.

Por Tiempo Suplementario y recargos nocturnos, promedio variable mensual de  $ 310.897    
(Trescientos Diez Mil Ochocientos Noventa y Siete pesos con Cero centavos).

Por Concepto Auxilio de desplazamiento o rodamiento, no constitutivo de salario, 
promedio variable mensual de $0 (Cero pesos con cero centavos).

El empleado actualmente se encuentra afiliado al Sistema  de  Seguridad Social Integral y 
Parafiscales, en las siguientes entidades: Entidad Promotora de Salud:   Nueva EPS ; 
Fondo de Pensiones Obligatorias:  Protección ; Cajas de Compensación Familiar:  CAJA 
SANTANDEREANA CAJASAN; Fondo de Cesantías: PORVENIR .

Se expide el presente Certificado a solicitud del interesado  el  20 de abril de 2022 ,  dando 
cumplimiento al numeral 7 del artículo 57 del Código Sustantivo del trabajo. 

Certificación digital Base de Datos Sistema de información  MIDASOFT , sujeta a 
verificación del Departamento de Gestión Humana  AVIDESA MAC POLLO S.A . Teléfono   
6076380144 Ext. 1115 Bucaramanga, Lunes a Viernes de 10:30 am a 12:00 m. 

Atentamente,

MARIA ELISA OLAVE MARTINEZ
Directora Nacional Gestión Humana

A V I D E S A   M A C   P O L L O   S . A . 
B u c a r a m a n g a :   K m .   5   A n i l l o   V i a l ,   v í a   G i r ó n   -   F l o r i d a b l a n c a ,   V e r e d a   R í o   F r í o   a   6 0 0   M t s .   T e l :   6 0 7 6 3 8 0 1 4 4   F a x : 

6 0 7 7 6 3 8 0 1 4 4   e x t .   1 1 7 0 
B o g o t á :   C a r r e r a   3 4   N o .   1 9 ª   -   6 9   T e l :   6 0 1 3 6 9 3 3 0 0   -   6 0 1 3 6 9 3 3 0 1   F a x :   6 0 1 3 6 9 3 3 0 0   E x t .   1 0 1 

w w w . m a c p o l l o . c o m   -   E m a i l :   s e r v i c l i e n t e @ m a c p o l l o . c o m 

B u c a r a m a n g a   –   C o l o m b i a   -   S u r a m é r i c a 


























































